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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 082/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, ocho de julio de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 082/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el nueve de febrero de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar del Director General de Gobernación de la Secretaría General del Gobierno del Estado del Estado de San Luis Potosí y de Agustín Saucedo López, Inspector adscrito a la Subdirector de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación la nulidad de la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, en la que se impuso una multa por trescientas Unidades de Medida y Actualización, en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021 de doce de noviembre de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de club social, denominado “**********” en el domicilio ubicado en la calle ********** en Zona Centro de esta ciudad capital.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El once de febrero de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar solicitada.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 09:00 nueve horas del cinco de abril de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta del escrito signado por la autoridad formulando sus alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como bien fue indicado en el proveído de once de febrero de dos mil veintidós, el acto materia de impugnación lo constituye la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, en la que se impuso una multa por trescientas Unidades de Medida y Actualización, en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021 de doce de noviembre de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de club social, denominado “**********” en el domicilio ubicado en la calle ********** en Zona Centro de esta ciudad capital, acto que queda acreditado, con la documental que fue exhibida por la autoridad demandada, visibles en fojas de la 84 a 90 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

Lo anterior sin que proceda el análisis de los argumentos que se vierten en contra del Acta de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021, puesto que solo será materia de lid el examen de la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad  equivalente de “300 u.m.a.; por la violación al artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado”, derivada de la Orden inicialmente citada.

Acto impugnado del que se advierte deriva de actividades regladas, esto es, aquellas que requieren de concesión, licencia de uso de suelo o construcción, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte de la accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que ejerce en su establecimiento, que es la que engendra la titularidad de ese derecho.
Por tanto en caso de no cumplirse con este requisito, el juicio será improcedente porque así expresamente lo establece el artículo 231, del Código Procesal Administrativo del Estado, que a la letra dice: 

“Artículo  231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

“Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

“En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

(lo resaltado es nuestro)

Atendiendo a esta disposición legal, para tener por acreditando el interés jurídico de la parte actora en este juicio demandando la ilegalidad del Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021, debió haber exhibido en el presente juicio que nos ocupa, la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que ejerce en su establecimiento, que es la que engendra la titularidad de ese derecho, lo cual omitió, (según se aprecia de los medios probatorios que ofreció en su escrito de demanda visibles en fojas 10 vuelta de este sumario, consistentes en: la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, copia simple de la credencial expedida por el Instituto Nacional Electoral a nombre del actor, la presuncional legal y humana y la Instrumental de Actuaciones.

Circunstancia que  trae como consecuencia que el Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021 no afecten su interés jurídico, en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada conforme lo dispuesto por los artículos 7,11,13,14 y 17, de la  Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, pues éstos no deben considerarse como conculcatorios del derecho de posesión o propiedad, sino en la transgresión de la titularidad del derecho afectado.

Ya que el acto que impugna en este juicio, deriva de actividades regladas, esto es, aquéllas que requieren de licencia, permiso, autorización para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte del accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente Licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente que lo legitime  para realizar la  actividad que ejerce, en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada y requiere de la licencia o permiso otorgado por autoridad competente.
Bajo esa premisa, se tiene que la falta de acreditación de ese extremo lleva a la improcedencia o al sobreseimiento del  juicio en términos del numeral 231 en cita, porque así expresamente lo establece, esto en concatenación con el artículo 228 fracción II, del mismo ordenamiento al prever entre las causas de improcedencia, que ello acontecerá cuando no se afecten los  intereses jurídico o legítimos del actor, que en el caso se traduce en la omisión de analizar los agravios vertidos en contra del Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021.
Sin embargo, se advierte que en el presente juicio la parte actora también se encuentra reclamando la multa que le impuso en ese procedimiento, la cual si bien deriva de la Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021, constituye una  excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la sanción de multa, sin poder  analizar  los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el oficio de la Orden de Inspección, Acta de Circunstanciada de Inspección y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación, es decir, dichos actos solo pueden ser estudiados de fondo si acredita el interés jurídico, que solo se demuestra con la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, lo cual como se ha sostenido en  los párrafos que preceden, no acreditó, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos respecto a dichos actos.

Consecuentemente, esta Primera Sala Unitaria, sólo examinará la legalidad o ilegalidad de la Multa impuesta, conforme a los conceptos de impugnación que hace valer el actor en este juicio tendientes a controvertir la multa; únicamente para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.
Lo anterior en acatamiento a la Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 165594,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, que dice:  

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.- Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes..-Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.

(lo resaltado es nuestro)

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	23 de Noviembre de 2021
	25 de noviembre de 2021
	26 de noviembre de 2021 al 09 de febrero de 2022

	09 de febrero de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba vigente el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a Jeús Paul Ibarra Collazo, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, en la que se impuso una multa por trescientas Unidades de Medida y Actualización, en relación a la inspección número SGG-DGG-SA-OI-02-0108-2021 de doce de noviembre de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de club social, denominado “**********” en el domicilio ubicado en la calle ********** en Zona Centro de esta ciudad capital, determinación la cual se encuentra a nombre del inconforme, por lo que es innegable que cuenta con el interés para controvertir dicho acto impugnado.
En cuanto a las autoridades demandadas, compareció José Concepción Gallardo Martínez, en su carácter de Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno; por lo que para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a fojas 54 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Destaca que por lo que se refiere a la diversa demandada Agustín Saucedo López, Inspector de la Dirección de Gobernación mediante proveído de diez de marzo de dos mil veintidós se le tuvo por no contestando la demanda y por precluido su derecho para contestar la demanda y por afirmando los hechos de la misma salvo prueba en contrario.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 vuelta a la 10 vuelta del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Primera Sala Unitaria, alginas de las consideraciones vertidas en el único concepto de impugnación resultan fundadas y suficientes para conceder la nulidad del acto controvertido.

Debe precisarse que esta Sala, al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión de nulidad de la actora, está facultada para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado
, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
 

A. Problema jurídico.

En principio tenemos que la actora argumenta que la resolución dictada el veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno por el Director General de Gobernación  dependiente de la Secretaría General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo una multa de 300 trescientas U.M.A. (unidades de medida y actualización), hay una falta de motivación y fundamentación, porque cual es el giro autorizado y cual el giro que supuestamente se estaba desarrollando, pues en el considerando 4 dicha resolución señala “en la especie la omisión por parte del establecimiento visitado, consiste en que no cuenta con licencia para la venta de bebidas alcohólicas y por encontrarse un menor en el negocio. Deviene entonces el incumplimiento a lo previsto por la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, específicamente en su artículo 3” y concluye por lo que se reitera que no está acreditado los supuestos hechos que relata el inspector en su acta de visita por lo que se reitera que hay una falta de fundamentación y motivación, lo que contraviene el artículo 165 del Código Procesal Administrativo.

Dice la parte actora que tampoco de la resolución impugnada se advierte la expresión de los razonamientos realizados por la autoridad para sostener que los hechos consignados en el acta de inspección de que ante la solicitud para que exhibiera la Licencia de Bebidas alcohólicas expedida el 12 de noviembre de 2021, actualicen el incumplimiento a la obligación atribuida por la autoridad demandada en la fracción I, del artículo 32 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, consistente en: “Tener en lugar visible del establecimiento, la licencia original, y el recibo de pago de refrendo, o copias certificadas de los mismos”, por lo que no puede atribuirse dicha circunstancia al suscrito como transgresión a ese supuesto normativo, menos aún la diversa indicada en la resolución controvertida, en el sentido de que no se mostró el refrendo actual ni licencia para la venta de bebidas alcohólicas en original o copia certificada, al momento de la diligencia en cuestión, pues de tal afirmación, no se desprende de manera fehaciente la omisión de tener en lugar visible del establecimiento dichos documentos, como se dispone en el precepto citado; en consecuencia, dicha determinación contraviene los principios de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con los requisitos de debida fundamentación y motivación establecidos en el artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que no existe adecuación entre los motivos que se aducen y la norma aplicable.
Insiste el actor que resulta concluyente que la resolución impugnada adolece de una insuficiente fundamentación y motivación en cuanto a la determinación de la infracción imputada a la hoy actora, en virtud de que la motivación con que se alcanza la determinación no se ajusta al supuesto jurídico que establece en la fracción I, del artículo 32, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, que citó la autoridad demandada para sustentar su determinación; de ahí que se debe declarar fundado la manifestación referente, en el sentido de que el inspector en ningún momento durante la visita indicó que la licencia y el recibo de pago de refrendo, ya sea el original o copias certificadas de los mismos, no se encontraban en un lugar visible dentro del establecimiento en cuestión, como lo establece el precepto citado, sino que no presentó documentación oficial con la cual avalara su actividad, y por ende en la resolución controvertida, se consideró que no mostró licencia para la venta de bebidas alcohólicas ni refrendo actual en original o copia certificada, siendo incongruente que la autoridad equipare el supuesto de tener en lugar visible del establecimiento dichos documentos con el hecho consistente en que ante la solicitud del inspector para que se exhibiera la Licencia de Bebidas Alcohólicas expedida el 12 de noviembre de 2021, no presentó alguna documentación oficial con la cual avalara su actividad, no así su original o copia certificada, pues como se analizó en párrafos precedentes, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no solo en que el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Concluye la actora que queda evidenciado que en la especie no existe adecuación entre la conducta (hecho o motivo que se atribuye al sujeto calificado como infracción en la resolución impugnada), y el supuesto o hipótesis normativa que prevé el supuesto de sanción en la norma que se invoca en tal resolución, a consecuencia de lo cual, no procede la multa impuesta, ya que la infracción atribuida por la autoridad consistió en que “…la licencia para la venta de bebidas alcohólicas en original o copia certificada, al momento de la Diligencia…” derivado de los hechos consignados en el acta de inspección de 12 de noviembre de 2021, en la cual únicamente se señaló que ante la solicitud para que exhibiera la Licencia de Bebidas Alcohólicas, “…no presenta alguna documentación oficial con la cual avale su actividad, lo que contravino lo dispuesto en el artículo 32, fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, misma que no se demostró hubiese acontecido, por lo cual no se actualiza la sanción establecida en el artículo 57, fracción II, de la citada Ley, pues en la especie no se advierte exista en dicho precepto legal la conducta atribuida a la impetrante. 

En atención a lo reseñado, el tópico a dilucidar se centra en la siguiente cuestión: ¿La imposición de la multa se encuentra adecuadamente fundada y motivada? ¿El dispositivo invocado por la autoridad es en el que encuadra el hecho cometido por el particular? 

B. Decisión.

En primer lugar, el agravio reseñado está encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, conforme al artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se establece como imperativo a toda autoridad, en su respectivo ámbito de competencia, la obligación de fundar y motivar la causa legal de sus actos, ello en respeto a las garantías constitucionales de seguridad y certeza jurídica consagradas en favor de los gobernados.

Ahora, para considerar un acto administrativo por correctamente fundado y motivado, es necesario que éste cumpla con los siguientes elementos: a) preceptos legales aplicables; b) relato pormenorizado de los hechos, incluyendo elementos temporales, espaciales y de modo; y c) argumentación lógica jurídica que explique con claridad la razón por la cual los preceptos de ley tienen aplicación al caso concreto, es decir, la subsunción racional del caso fáctico a la hipótesis normativa.
Al efecto, resulta oportuno hacer cita de la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Énfasis propio.
En tal sentido, por motivación debe entenderse a la expresión pormenorizada de las circunstancias, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto y a través de las cuales se explique al justiciable la actuación de la autoridad, de modo que, además de justificar dicha decisión autoritaria, le permitan su defensa para el caso de que resulte irregular.

Sirve de sustento a lo anterior, el siguiente criterio jurisprudencial emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que es del tenor literal siguiente:

“MOTIVACIÓN, CONCEPTO DE. La motivación exigida por el artículo 16 constitucional consiste en el razonamiento, contenido en el texto mismo del acto autoritario de molestia, según el cual quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto al cual se dirige, se ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos legales. Es decir, motivar un acto es externar las consideraciones relativas a las circunstancias de hecho que se formula la autoridad para establecer la adecuación del caso concreto a la hipótesis legal.”

Entonces, cuando hay violación a la garantía de motivación, ésta podrá ocurrir de dos maneras:

1. Formal, cuando existe omisión total e incongruencia del argumento explicativo, así como ante su notoria insuficiencia, ocasionando con ello que el destinatario no pueda conocer la esencia de las razones en que tuvo apoyo la emisión del acto autoritario, y por consiguiente, imposibilitando a éste cuestionar dicha decisión y defenderse adecuadamente; y,

2. Material, cuando la explicación o razones dadas son incorrectas o indebidas, pero dan noticia de las razones de manera tal, que se pueda cuestionar el mérito de lo decidido.

De modo particular y sobre el tema en estudio, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el artículo 8 -bajo el epígrafe «Garantías judiciales»-, consagra las garantías mínimas del debido proceso legal, entre las cuales se contiene el deber de las autoridades de fundar y motivar sus decisiones, con el propósito de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos.

Al respecto, en el caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, la Corte Interamericana de Derechos Humanos
, consideró que:

“(…) las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una conclusión (…)”

Asimismo, en el caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, el aludido tribunal interamericano puntualizó que:

“(…) la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso (…)”

Énfasis añadido.

Desarrollado el derecho fundamental a la seguridad jurídica, en relación al deber de fundamentación y motivación que recae en las autoridades, esa garantía a su vez, se contempla en el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado
, interpretado a contrario sensu, del que se obtiene como causa de nulidad de los actos administrativos, que estos omitan cumplir con los requisitos formales exigidos por las leyes, destacándose inclusive, la ausencia de fundamentación y motivación.

Bajo esa óptica, con relación a las formalidades que habrán de seguirse en la emisión de las determinaciones que resuelven un proceso de inspección y verificación en materia de la Ley de Alcoholes, estas se encuentran en el numeral 37 que a la letra dice:

“ARTÍCULO 37. Transcurrido el plazo a que hace referencia la fracción V del artículo anterior, la autoridad estatal, o municipal, según sea el caso, calificará el acto dentro del término de diez días hábiles, considerando la gravedad de la infracción, si la hubiese, las circunstancias que hubieran concurrido, si existe reincidencia, así como las pruebas y alegatos del interesado en su caso, y dictará la resolución que proceda, debidamente fundada y motivada, notificándola al interesado para los efectos procedentes, en los términos previstos en la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí..”
Resaltado propio

Del numeral trasunto obtenemos en lo medular que, las resoluciones que sancionan un procedimiento de inspección y verificación en materia de la Ley de Alcoholes deberá contener entre otros, la fundamentación y motivación de dicha determinación.

La obligación anterior se traduce al ámbito del derecho administrativo y de manera particular al derecho administrativo sancionador, bajo la perspectiva de que, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.

Lo anterior deriva de la Jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuyo rubro y texto son los siguientes:

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

Ahora, esta Sala Unitaria conviene con el impetrante, en el sentido de que del análisis a la resolución impugnada, es evidente que la misma no cumple con la obligación de encontrarse suficiente y adecuadamente fundada y motivada en la vertiente de tipicidad, dado que es evidente que en el resultando III y en los considerandos 5, 6º, 7º y 8º de esa determinación, se advierte que la enjuiciada establece lo siguiente:


********** SE INSERTAN IMAGENES  

Como se podrá advertir de la parte relativa de la resolución impugnada, en dicha determinación la autoridad demandada establece como cuestiones fácticas las siguientes: 
a) Que el establecimiento denominado “**********” tiene actividad de club social.

b) Que se detectó en el establecimiento la venta y consumo de bebidas alcohólicas de alta y baja graduación.

c) Que le fue solicitado al encargado del establecimiento la licencia que expide el Gobierno del Estado para esta actividad.

d) Que no se presentó ningún documento relativo a la licencia al momento de la inspección.

e) Que se encontraron 100 personas en el interior consumiendo bebidas de baja y alta graduación.

Igualmente, de las imágenes reproducidas párrafos previos, se advierte que la autoridad demandada señaló como fundamento legal relativo a las hipótesis normativas previstas como infracción y que, según su apreciación, fue actualizada debido a la conducta desplegada por la actora, los numerales 3º y 57, fracción III de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, mismos que disponen:

“ARTÍCULO 3º. Para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y presentación, se requiere licencia expedida por la autoridad competente; previo cumplimiento de los requisitos que fija esta Ley.

...”

“ARTÍCULO 57. Las demás infracciones a esta Ley cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal, serán calificadas por la autoridad estatal o municipal, según sea el caso, y éstas de acuerdo a la gravedad o reincidencia de la falta, podrán imponer indistintamente, una o varias de las siguientes sanciones:

…

…
III. Multa de doscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción;

…

...”

De los dispositivos anotados se desprende que para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y presentación, se requiere licencia expedida por la autoridad competente, ello una vez que se cumplan con las disposiciones de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, y que, las demás infracciones a dicha Ley, cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal, serán calificadas por la autoridad estatal o municipal, a las que se podrá imponer entre otras, las sanciones de, de doscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción.  

Ahora bien, se colige conforme a la causa de pedir del impetrante, que la resolución se encuentra indebidamente fundada y motivada, toda vez que de los preceptos trasuntos que sirvieron de fundamento al acto de molestia de trato, no se advierte prevean la conducta que se le imputó como infracción, así como tampoco la procedencia de la sanción correspondiente, lo que hace ilegal la resolución a debate, pues no debe soslayarse, como se analizó en párrafos precedentes, que el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales que se consideren aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas, lo cual en la especie no aconteció.

En efecto, pues el artículo 3º de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, establece expresamente tres supuestos de acciones de particular que requieren licencia para la venta de bebidas alcohólicas, a saber: 1) Venta; 2) Distribución; y 3) Suministro; respecto de lo cual, la autoridad demandada señaló que al momento de la inspección realizada al establecimiento de mérito, “…al momento de la inspección se constató que el establecimiento denominado “**********” con actividad de club social cuenta con la venta y consumo de bebidas alcohólicas de alta y baja graduación (…) solicito (…) la licencia que expide el Gobierno del Estado para esta actividad no presentando ningún documento al momento de la inspección (…)” en cuya razón la conducta expresamente atribuida y por la que se sancionó a la actora se hizo consistir en: “no cuenta con licencia para la venta de bebidas alcohólicas (…)”, empero dicha causa de infracción no se encuentra dentro de las conductas sancionables en los términos del artículo 57, fracción III, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; de ahí que tales señalamientos en la resolución impugnada, son insuficientes para constituir una infracción en términos de los establecido en el artículo en comento.

Lo anterior se sostiene porque como se desprende del contenido de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para sancionar el hecho relativo a la venta, distribución o suministro de bebidas alcohólicas sin la respectiva licencia, es el numeral 55 del referido cuerpo legal, según se puede ver de la siguiente reproducción:

“ARTÍCULO 55. Toda persona que venda, distribuya o suministre bebidas alcohólicas sin licencia; o bebidas alcohólicas adulteradas, alteradas, contaminadas, o falsificadas, se le impondrá una multa de seiscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan.”  

Como puede verse del numeral trasunto, se establece la imposición de una multa de seiscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, a la acción relativa de vender, distribuir o suministrar bebidas alcohólicas sin contar con la licencia respectiva, tipo administrativo que coincide con las consideraciones fácticas recogidas por la enjuiciada.

En las relatadas consideraciones, queda evidenciado que en la especie no existe adecuación entre la conducta (hecho o motivo que se atribuye al sujeto calificado como infracción en el acto impugnado), y el supuesto o hipótesis normativa que prevé el supuesto de infracción en la norma que se invoca en tal determinación, así como tampoco con el supuesto de sanción, soslayándose lo que ha definido Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que la conducta realizada por el presunto infractor debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón, a consecuencia de lo cual, no procede la multa como sanción impuesta, ya que la infracción atribuida por la autoridad al hoy actor consistió en “no cuenta con licencia para la venta de bebidas alcohólicas (…)”, citando como fundamentos los artículos 3º y 57 fracción III, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, los cuales como ya se dilucidó en párrafos precedentes, no prevén la citada conducta como infracción, así como tampoco establecen la sanción correspondiente ante la supuesta conducta y transgresión al primero de los preceptos en comento, por tanto, la resolución impugnada contraviene los principios de legalidad y tipicidad, consagrados en los artículos 14, tercer párrafo y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, éste último normalmente referido a la materia penal.

En efecto, para considerar que la conducta realizada por el hoy actor constituye una infracción a las disposiciones administrativas, y ésta puede ser sancionada, tal conducta debe encontrarse prevista de manera puntual y exacta como supuesto de infracción en alguna norma, de manera que realizada esa conducta encuentre adecuación con el supuesto normativo previamente establecido en la ley como infracción y sujeto a una sanción, con base a la hipótesis prevista de forma exacta; lo anterior es así, pues tratándose de infracciones y sanciones la aplicación de la norma debe ser “estricta”, es decir, que la infracción debe estar exactamente prevista en la norma y la conducta considerada como infractora debe ajustarse exactamente a ese supuesto normativo de infracción, lo que refleja el principio de tipicidad que rige en tratándose de infracciones y sanciones administrativas.

Acorde a lo antes expuesto, si en el presente asunto no quedó debidamente fundado en el acto controvertido, el hecho de que el hoy actor incurrió en alguna de las conductas prohibidas en el artículo 3º de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, así como tampoco que tal conducta actualice el supuesto de sanción que se contiene en el diverso 57, fracción III, de la citada ley; tal circunstancia genera que la resolución impugnada se haya emitido en contravención al principio de legalidad contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 164, fracción V y 164, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en concordancia con el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, consagrado en el artículo 14, tercer párrafo de la Carta Magna, consecuentemente, respecto de la citada resolución se actualiza el supuesto de ilegalidad establecido en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD TOTAL de la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad equivalente a trescientas veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización.

C. Efectos.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que realice las acciones siguientes:

· Cancele los registros inherentes a la infracción declarada ilegal.

En atención al resultado al que se llegó, se hace innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.”
  

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia, la demandante no acreditó sus excepciones y defensas.

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad equivalente a trescientas veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por buzón electrónico a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.-  (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Artículo 252, párrafo cuarto, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


� Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5
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